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E l tema de los Derechos Huma nos 
ha sido con stante preocupación ele los 
diversos organismos jurídicos de la 
OEA., el punto ha sido estudiado eles­
de 1945, en que la Con ferencia Inter­
americana sobre la Guerra y 1~ Paz, en 
su resolución IX encargó al Consejo 
Directivo de la U nión Panamericana, 
preparar un Pacto Constitutivo para 
mejorar el sistema I nteramericano, a­
nexo al cual debía incluirse una decla­
ración de Deberes y Derechos del 
H ombre. 

La I X Con ferencia Americana que 
se realizó en Bogotá, en 1948, median­
te un Pacto Constitutivo, crea la Orga­
n ización de Estados Americanos, y 
dando cumplimiento a la segunda par­
te de la Resolución IX de la Conferen­
cia sobre la Guerra y la Paz, aprobó 
una declaración Americana de los D e­
rechos del Hombre y además una re­
comendación en el sentido de crear un;1 
Corte Interamericana para proteger­
los, encargando al Com ité J urídico ia 
redacción de un proyecto que sería 
puesto en conocimiento de la X Con fe­
r encia Americana. E l Comité, decidió 
que el trabajo encomendado era pn:­
maturo puesto que no existían dere­
chos sustantivos sobre el particular, y 
sometió este dictamen al Consejo In­
teramericano ele Jur isconsultos que se 
reunió en Río en 1950. E l Consejo 
aprobó el dictamen del Comité y en su 
resolución X resolvió remitirlo a la Se-

creta ría General del Consejo de la Or­
ganización de los Estados Americanos. 

E l Consejo de la Organización inclu­
yó en la agenda de la X Conferencia 
en el tema "Derechos Humanos", me­
didas tendientes a protegerlos, sin me­
noscabo de la Soberanía Nacional y 
del principio ele no Intervención. En 
base a este tema se llegó a la resolu­
ción XXI X que recomienda al Conse­
jo de la Organización, continuar con 
el estud io sobre el par ticular, para que 
la X I Conferencia se pronuncie sobre 
el asunto de la creación de una Corte. 
E l Consejo encomendó el estudio a su 
Comisión de Asuntos Jurídicos. 

Con estos antecedentes, llegamos a la 
Q uinta R eunión de Consulta de Can­
cilleres de A niérica, en Santiago de 
Chile, en 1959, en la cua l se aprobó la 
creación de una Comisión de D erechos 
Humanos, encargada de v igilar el res­
peto de los derechos declarados en Bo­
gotá. También se aprobaron declara­
ciones en el sentido de que los Gobier­
nos de América deberían ser el res u l­
tado de elecciones libres; que la perpe­
tuación en el poder es incompatible 
con el ejercicio efectivo de la demo­
cracia representativa ; que igualmente, 
la libertad de prensa en todas sus ma­
nifestaciones es esencial para la exis­
tencia ele la misma etc. 

Este último es de suma importancia, 
por cuanto. la Carta de Bogotá, en -;u 
Art. 5<.>, inciso "d" declara que: 
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"La solidaridad áe los Estados A­
mericanos y los altos fittes que con ellu. 
.se persigue requiere la organizaci6n 
política de los mt"s¡mos) sobre las bas¡¡s 
del ejercicio efectivo de la 'democracia 
representativa)). 

Pues bien, en Santiago, se seña lan 
los rasgos característicos de lo que St~ 
debe entender por "democracia repre­
sentativa", la cual, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Carta, es base funda­
mental de la comunidad americana. De 
otro lado, en la Declaración de los De­
rechos Humanos, se había consagrado 
el derecho a elegir y ser elegidos. 

El problema se presenta respecto a 
la manera de hacer valer estos dere­
chos. De acuerdo a nuestro ordena­
miento jurídico internacional, corres­
ponde a cada Estado inqividualmentc. 
consagrar y .proteger los mismos. 

Consagrarlos por cuanto a que la 
Declaración de los Derechos Humanos, 
no es un tratado que obligue a los Es­
tados1 es una simple y llana declara­
ción, s in calidad de norma positiva, en 
consecuencia, queda librado a cada E s­
tado, el legislar al respecto. I le corres­
ponde la protección Juri sdiccional de 
los mismos. por cuanto que el A rt. 12 
de la Carta de la OEA, dice : 

''La Jur·isdicción de los Estados e·n 
los l·ímites de su territorio, se ejerce 
sobre todos los habitantes'' 

La Conferencia de Santiago, puso 
especial esmero en reiterar el respeto 
a la soberanía estatal y al principio de 
no Intervención, por cuanto en el Art. 
XVU se dice : 

"Toda persona tiene el derecho dt 
recttrr·ir ante los tri bunales para hacer 
valer sus derechos y disponer de un 

procedimiento sencillo y breve por el 
cual la justicia lo ampare contra los 
actos de la autoridad q1te violen algu­
nos de sus cfierechotS fundatment(l)les 
e onsa gra.dos e onstitucionalmenten 

Se refiere evidentemente a los Tri­
bunales nacionales, por cuanto no exis­
ten los Internacionoles, y a los dere­
chos . reconocidos por la legislació:1 
nacional "consagrados constituciona l­
n1cnte". 

La Conferencia de Santiago, {u e de 
esta manera, la máxima consagració"l 
ele la soberanía nacional y de la J uris­
dicción interna. 

Consecuentemente a estos puntos de 
vista, la Comisión de Derechos Huma­
nos creada en 1959, que es una copia 
de la E uropea, carece de Jurisdicción, 
no es un Tribuna l Jurisdiccional ni 
mucho menos. La única atribución que 
posee es la de investigar los actos vio­
latorios que se ponen en su conoci­
miento, y las conclusiones a las que a­
rriben. tienen el carácter de mero in­
f a rme e ilustración, que se pone en co­
nocimiento de los interesados, de la 
Secretaría de la Organización y del 
Tribunal de Arbitra je o de Concilia­
ción , en su caso. 

De lo expuesto se deduce, que la le­
gis lación y protección de los Derechos 
Hu manos está librada el régimen in­
terno ele cada Estado miembro; que se 
han consagrado los conceptos de So­
beranía Nacional y de Jurisdicción In ­
terna. De otro lado, el concepto de no 
intervención ha hecho imposible pen­
sar en la factibilidad ele un conjunt'.l 
orgánico de sanciones y de un Organis­
mo capaz de aplicarlas . Así mismo, de­
bemos deducir que la vigencia de estos 
derechos es condición síne qua non pa­
ra que un estado permanezca dentro 
de la Organización, por cuanto, como 
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hemos visto, la vigencia de los mismos, 
es condición indispensable para la esta­
bilidad del sistema; consecuentemen­
te, si el imperio de los Derechos Hu­
manos es tipificante del interameric::t­
nismo, quien los viole, se coloca auto­
máticamente fuera de él. 

Pero la no existencia ele medios coer­
citivos por una parte, y ele un organis­
mo capaz de decidir indubitablemente 
y con aut<:>ridad jurisdiccional sobre 
las violaciones de los mismos, de otra; 
hace ilusoria la efectividad de cual­
quier declaración lírica sobre los mis­
mos, por cuanto un derecho sin protec­
ción no es derecho. 

Es pués imprescindible encontrar un 
medio efe<:tivo de protección y este no 
puede ser otro que un Tribunal J u­
risdiccional, competente para juzgar 
los casos de violación de estos dere­
chos, dictar sentencia y ordenar san­
sanciones; lo cual supone. la existen­
cia de otro Organismo capaz de ha­
cerlas cumplir. 

Pero a nadie escapa que lo pro­
puesto no será posible mientras no 
exista un conjunto de normas sustan­
tivas reconocidas por todos los esta­
dos miembros, que puedan ser apli­
cadas. Esto sólo se puede lograr 
mediante un Tratado Internacional 
que cree esta Legislación Positiva, 
y para que éste se firme es preciso su­
perar el concepto de Soberanía Na­
cional. 

Recién después de este Tratado, se 
podría pensar en un organismo inter­
nacional jurisdiccional que protega 
los derechos sustantivos materia de la 
Convención, y en el Organismo que 
haga cumplir sus decisiones, lo cual 
supone superar el concepto de no in­
tervención. 

Establecidos los Derechos Humanos 
en una convención internacional, se 

presenta el problema de si mantienen 
su validez aquellos que las Constitu­
ciones y legislaciones nacionales reco­
nocen. 

Y la creación de un Tribunal Inter­
nacional trae como consecuencia el 
problema de la interferencia de com­
petencias, por cuanto, la función de 
proteger los Derechos Humanos sería 
compartida por un tribunal nacional y 
otro internacional. Sería preciso 

pues, determinar la Jurisdicción y la 
Competencia de cada tmo de ellos. 

Una Corte Internacional supone, 
como vemos, una transformación ra­
dical en los sistemas Constitucionales 
para adaptar la Jurisdicción interna a 
la internacional, lo cual implica el est•.t­
dio de las legislaciones nacionales y las 
posibilidades de una u ni formidacl le­
gislativa, problema éste, que se com­
plica en el caso de los Estados Federa­
les. 

Hay otro punto que es presiso enca ­
rar decididamente, y es el hecho de qur 
el tema ha venido siendo tratado den­
tro del concepto del Interamericanis­
mo. En mi opinión, el problema de­
be ser replanteado en Jos términos de 
la Integración Latinoamericana, como 
parte del proceso y dentro de los mar­
cos de Corte Latinoamericana de J us·­
ticia, órgano J uriscliccional de una co­
munidad de naciones, pero este tema 
es digno de un estudio más detenido, 
que escapa a los limitadísimos alcances 
de este artículo. 

En consecuencia, la actual protec­
ción de los Derechos Humanos, a tra­
vés de una Comisión, es absolutamen­
te ineficaz y es preciso snstituírla por 
otra a cargo de un Tribunal con capa·­
ciclad Jurisdiccional, para lo cual, pro­
ponemos la siguiente metodología : 
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l . -Reconocimiento internacional de 
tales derechos a través de un tra­
tado que cree normas sustantivas. 
obligatorias para todos los E sta­
dos, y que extraiga en esta for­
ma la consagracióf:! de los mi<;­
mos. del ámbito interno en el que 
se mueven, para llevarlos al in-

ternacional. 

'2. -Creación del organismo encarg;t­
do de garantizar internacional­
mente los derechos reconocidos en 
esa Convención, con facultades 
J urisdiccionales y sentencias obli"' 
gatorias . 

3. -Establecimiento de sanciones . 

4 . -creación ele un organismo ejecu­
ti-vo que haga cumplir las senten­
cias y sanciones de Tribunal. 

'i. -Replantear el problema en los 
términos de la Integración LatÍ·· 
noamericana, lo . cual supone en­
marcar el tema dentro de la pers­
pectiva de una comunidad de na­
ciones y las ele una Corte Lati­
noamericana de Justicia, u m ca 
forma éie concebir racionalmente 
los puntos anteriores. 

6.-Todo lo anterior reposa en el su­
¡mesto previo de que en el terre­
no del Derecho Político, se pr0-

duzca una renuncia a. parte de la 
Soberanía Nacional y fundamen­
talmente, a que se supere el con­
cepto de la no intervención. 
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